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Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto en el 

proceso de la referencia por el  apoderado judicial  de la parte demandada,  

frente a la decisión adoptada por el  Juzgado de primer grado en providencia 

del 15 de sept iembre de 2021, donde el  a quo  resolvió sobre el decreto y 

pract ica de pruebas y negó una prueba pedida por la parte recurrente.  

 

I .  ANTECEDENTES 
 

Se desprende del expediente digi tal  arribado que,  a t ravés de apoderado 

judicial ,  el  señor Libardo de Jesús Macías Torres instauró proceso verbal  

con pretensión de declaración de responsabi l idad civi l  en contra de las 

señoras Ana Ceci l ia,  Luz Stel la, Marta Lucia y Nora Elena Mesa Baena  y,  

Rosa Josef ina Baena de Mesa, donde planteó como pretensiones:  

 
“PRIMERA: Que se declare  que las señoras,  ROSA JOSEFINA BAENA 
DE MESA ident i f icada con cédula de ciudadanía Nro.21 521.174,  ANA 
CECILIA MESA BAENA ident i f icada con cédula de c iudadanía Nro.  
39.205.742, LUZ ESTELLA MESA BAENA ident i f icada con cédula de 
ciudadanía Nro. 21.523.945, MARTHA LUCIA MESA BAENA 
ident i f icada con cédula de ciudadanía Nro. 21.523.907 y NORA ELENA 
MESA BAENA han ejecutado acciones constantemente tendientes a 
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impedir que el señor LIBARDO DE JESUS MACIAS TORRES obtenga 
cualquier tipo de l icencia de construcción en el predio ubicado en 
la dirección calle 15 Nro. 11 -35 del señor LIBARDO DE JESUS 
MACIAS TORRES.  
 
SEGUNDA: Como consecuencia  de la anterior declarac ión, que se 
condene al pago de perju ic ios pat r imonia les de la s iguiente forma:  
 
LUCRO CESANTE: CIENTO VEINTE MILLONES DE PESOS M/L ($  
120'OOO.OOO)  
 
TERCERO: Que se declare que ROSA JOSEFINA BAENA DE MESA 
ident i f icada con cédula de ciudadanía Nro. 21.527.174, ANA CECILIA 
MESA BAENA ident i f icada con cédula de ciudadanía Nro. 39,205.142, 
LUZ ESTELLA MESA BAENA ident i f icada con cédula de ciudadanía 
Nro. 27.523.945, MARTHA LUCIA MESA BAENA ident i f icada con 
cédula de ciudadanía Nro.  21.523.907 y NORA ELENA MESA BAENA 
ident i f icada con cédula de c iudadanía Nro.  39.208.021, le  deben al  
señor LIBARDO DE JESUS MACIAS TORRES, por concepto de alqu i ler  
de tacos y cerchas que está siendo cobrado por ANDAMIOS DEL 
NORTE la  suma de CINCO MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA MIL 
OCHOCIENTOS OCHENTA PESOS M/L ($5' ,340.88O)  
 
CUARTO: Que se ordene indexar d ichas sumas  
 
QUINTO: Las costas y agencias en derecho. FUNDAMENTOS DE 
DERECHO.”  (Resaltado intenciona l).  

 

Al contestar la demanda el apoderado de la parte demandada sol ici tó,  entre 

otras pruebas:  

 
“G. PRUEBA POR INFORME:  
 
Ruego se o f ic ie a  la Of ic ina de Planeación e  Infraestructura de l  
Munic ip io de Barbosa (Ant. )  y/o Dirección Admin ist rat iva  de 
Planeación:  
 
1.  Para que ind ique a quién se le concedió l icencia de const rucc ión y 
su modal idad sobre los siguientes bienes inmuebles ident i f icados con 
las nomenclaturas respect ivas: Cal le 13 #15 -38 Edif ic io  15-38;  ca l le 13 
#10-29 Edif ic io 10-25;  cal le 15 #11-75 Edif ic io 11-75; en la carrera 11 
#16-29 Edi f ic io  16-27, carrera 13 #16-16 Edif ic io  16-14;  carrera 18 
#15- 42 Edif ic io 15 -24, así  como const rucción del proyecto barr io Vi l la  
Roca.  
 
2.  Indique quién actuó como empresar io,  constructor o art í f ice de los 
refer idos inmuebles.  
 
3.  Determine s i  la s señoras ROSA JOSEFINA BAENA DE MESA, ANA 
CECILIA MESA BAENA, LUZ ESTELLA MESA BAENA, NORA ELENA 
MESA BAENA y MARTHA LUCÍA MESA BAENA, excepción hecha de la 
oposic ión que formularon como col indantes del fundo con nomencla tura 
cal le  15 n° 11-45 de la zona urbana del munic ip io  de Barbosa 
Ant ioquia,  hubiesen presentado - conforme a l parágrafo del art .  30 del  
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decreto 1469 de 2010 que fue compilado por el  art .  3 .1.1.  del Decreto  
1077 de 2015 -,  objec iones y observaciones por escr i to,  acreditando la  
condic ión de  terceras individua les y d irectamente interesadas, pruebas 
fundamentadas en la apl icación de las normas juríd icas, urbaníst icas,  
de edif icabi l idad o estructura les referentes sobre las sigu ientes 
l icencias de construcc ión que dan cuenta la ( i )  Resolución 00 2876 del 
11 de octubre de 2019 para obra nueva para cinco nive les,  dos 
apartamentos por piso con terminación en mezanine y cubierta en te la  
de barro,  en la cal le  17 N° 14 -67, barr io  Robles zona urbana; .  ( i i )  
Resolución 002470 del  4 de sept iembre de 2017, p ara modif icac ión de 
cinco n iveles en pr imer nivel local y t res apartamentos, t res 
apartamentos en segundo, tercer,  cuarto y  quinto nivel,  con mezanine y 
terminación en cubier ta en te ja de barro,  en la cal le 15 N° 11 -75,  
barr io centro,  zona urbana; ( i i i )  Re solución 000639 del 6 de marzo de 
2017, para obra nueva de const rucción de cinco niveles,  t res 
apartamentos por n ive l con terminación en cubierta,  en la ca l le  15 N° 
11-75, barr io centro  zona urbana;  ( iv )  Resoluc ión 002524 de l 5 de 
octubre de 2018, para demolic ión obra nueva, demol ic ión de v iv ienda 
existente  obra nueva para c inco n ive les,  un apartamento por piso con 
terminación en mezanine y cubierta en te ja de barro,  en la carrera 13 
N° 11-32/34 barr io E l Portón, zona urbana.  
 
4.  Así mismo, s i  las señoras hubiesen formulado a lguna objeción y 
observaciones a las l icencias de construcc ión que se hayan concedido 
sobre las siguientes edif icaciones: Cal le  13 #15 -38 Edif ic io 15-38;  cal le  
13 #10-29 Edif ic io 10-25; cal le 15 #11-75 Edif ic io 11 -75; en la carrera  
11 #16-29 Edif ic io 16-27, carrera  13 #16-16 Edif ic io 16 -14; carrera 18 
#15-42 Edif ic io 15-24,  así  como const rucción del proyecto barr io Vi l la  
Roca ” .  

 

En providencia del 15 de sept iembre de 2021,  procedió el  juzgado a f i jar 

fecha para la audiencia de que t rata el  art ículo 372 del C.G.P. y decidi r 

sobre el decreto y la práct ica de pruebas , proveído donde dispuso sobre la 

reseñada prueba pedida  por la parte demandada: “En relación a la prueba 

denominada como “Prueba por informe”,  en la que se sol ici tó of iciar a la  

Of icina de Planeación e Inf raestructura del  Municipio de Barbosa y/o 

Dirección Administ rat iva de Planeación, la misma no se decreta por 

impert inente, habida cuenta que se ref iere a bienes inmuebles diferentes de 

los que se encuentran involucrados en este l i t igio” .  

 

Frente a la anterior decisión el apoderado de la parte demandada interpuso 

recurso de apelación. La alzada fue concedida en providencia del 19 de 

enero de 2022, en el  efecto devolut ivo, remit iendo  el expediente digi tal  para 

su estudio a este Tribunal donde fue repart ido a este Despacho el 24 de 

febrero de 2022.  
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I I .  LA IMPUGNACIÓN.  

 

El recurrente aludió al desarrol lo doctrinal y jurisprudencial del tópico de la 

pert inencia de las pruebas; además, al  tema de los extremos del l i t ig io y la 

f i jación de éste, para señalar que, es cierto que la problemática  respecto de 

la pretensión de responsabi l idad civi l  extracontractual por la defectuosa 

iniciación de los trabajos de construcción de un edif icio descansa sobre un 

bien inmueble, pero el objeto y tema de prueba no está en este caso 

relacionado solo con el fundo, sino con  los descalabros que ocasionó el  

señor Libardo de Jesús Macías Torres  a la vivienda de las demandadas,  

quien “ha apoyado como causa petendi,  respecto del hecho décimo cuando 

da por sentado que se ha visto imposibi l i tado para iniciar su obra,  lo que es 

falaz y así en part icular de sus sendas pretensiones,  la PRIMERA en la que 

de manera concreta indica que las demandadas “[…han ejecutado acciones 

constantemente tendientes a impedir que el s eñor LIBARDO DE JESÚS 

MACÍAS TORRES obtenga cualquier t ipo de l icencia de construcción en el  

predio ubicado en la di rección cal le 15 Nro. 11 -35…]. Para el lo, al  formularse 

las excepciones de mérito correspondiente que han sido las alegadas como 

“D. DEL INTERÉS PARA OBRAR, SU AUSENCIA O DESESTRUCTURACIÓN” 

y “F. INTERÉS LEGÍTIMO”,  ret rucan la narrat iva y pretensiones del actor,  

razón por la cual se hace pert inente el  decreto de la prueba de informe 

sol ici tada al efecto ante la ent idad terri toria l ,  quien en to do caso dio una 

información f ragmentaria como respuesta al derecho de pet ición que formuló 

la señora Estel la Mesa Baena, según quedó af i rmado en la répl ica a la 

demanda ” .   

 

Que la decisión de negar el  decreto de la prueba referida, además de 

const i tui rse en una prematura, por haberse proferido antes de la f i jación del  

l i t igio, también es errada al cal i f icar de impert inente la prueba porque “al 

repasar la narrat iva de la demanda, y las excepciones formuladas por una y 

otra parte, en el caso de las excepcione s sustanciales de las demandadas,  

esa prueba de informe que debe rendir  la of icina de planeación del municipio 

de Barbosa Antioquia, está encaminada precisamente a establecer como 

objeto y tema de prueba que las accionadas no han host igado por manera 

alguna al demandante para que no pudiera emprender su act iv idad que como 
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simple agricultor quiere aparecer, y que “ocasionalmente ejerce como 

constructor”,  cuando es lo cierto que es precisamente a ese ramo u of icio al  

que se dedica con gran empeño en el munici pio de Barbosa (por lo menos de 

lo que a esta local idad se tenga conocimiento) y que como empresario  

constructor y urbanizador, se hubiera emprendido por todo el  polo pasivo a 

impedirle que obtenga l icencia de construcción en cualquier de sus 

modal idades por esa dependencia competente del  ente terri torial  municipal,  

pues como se t iene por esclarecido, el las solamente se han dedicado a 

defender su patrimonio establecido en su única vivienda . . . ” .  

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DERECHO A PROBAR Y PRINCIPIO DE NECESIDAD DE LA PRUEBA.  

Con el vigente ordenamiento Const i tucional procesal,  el  derecho a la prueba 

se ha erigido además de componente del debido proceso,  en una garantía 

fundamental autónoma 1 para toda persona que ostente el carácter de parte o 

interviniente, o que pretende serlo en un futuro proceso. De conformidad con 

la Carta Polí t ica y la ley, dicha garant ía consistente en la exigencia al Juez 

del aseguramiento, admisión, práct ica y valoración de la prueba propuesta 

con el f in de propender por la formación de la convicción de éste sobre la 

verdad de los hechos que son presupuesto del derecho o del interés material  

que se disputa 2.  

 

Sobre este específ ico derecho de raigambre procesal también ha precisado 

la más autorizada doctrina nacional 3:  

 

Así como existe un derecho subjet ivo  de acc ión para in ic iar e l  proceso 
y obtener con él una sentencia,  lo mismo que un derecho de recurr ir  
que prolonga los efectos de aquel,  puede af irmarse que existe  un 
derecho subjet ivo de probar,  en el  proceso,  los hechos de los cuales  
se intenta deducir  la  pretensión formulada o la  excepción propuesta o  
la imputac ión o el  hecho eximente de responsabi l idad penal.  
 
Basta recordar la importancia ext raord inar ia que la prueba t iene no 
sólo en el  proceso, s ino en el campo genera l del derecho  (c fr.  núms. 1-

                                                 
1 Cor te  Const i tuc iona l ,  Sen tenc ia  T -393 de 2004  
2 Ver  a l  respecto :  RUIZ  JARAMILLO,  Lu is  Bernardo .  El  derecho a  la  p rueba como un derecho  
fundamenta l .  En:  Rev is ta  Es tud ios  de Derecho ,  Facu l tad  de Der echo y  Cienc ias  Po l í t i cas  de la  
Un ivers idad de Ant ioqu ia :  Mede l l ín ,  Vo l .  64 ,  Nº  143,  (2007 )  págs .  182 - 206 .   
3 DEVIS ECHANDÍA,  Hernando .  Tratado genera l  de  la  p rueba jud i c ia l .  5ª  Ed ic ión ,  Bogotá :  
Temis ,  2006,  Tomo I ,  pág.  26  
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3),  para comprender que se trata  de un ind ispensable complemento de 
los derechos materia les consagrados en la ley y de l derecho de 
defensa. En cuanto a l  demandado e imputado o procesado se ref iere  
es claro que sin e l  derecho de probar no exi s t i r ía audiencia bi lateral,  n i  
contradictor io efect ivo,  n i  se cumpli r ía la exigencia const i tuc iona l de 
oír lo y vencer lo para condenarlo;  en re lación al  demandante, es 
igualmente indudable que sin  el  derecho a probar resu ltaría nugatorio  
el  e jercic io de la acción e i lusor io el  derecho materia l  les ion ado, 
d iscut ido o insat isfecho.  

 

Ahora, de conformidad con el art ículo 164 del Código General del Proceso, 

toda decisión judicial  debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 

al legadas al proceso. El refe renciado imperat ivo normativo procesal es un 

desarrol lo posit ivo del decantado principio de necesidad de la prueba; sobre 

el cual también se ha enseñado:  

 
La prueba es necesariamente v i ta l  para la demostrac ión de los hechos 
en el proceso; sin e l la  la arbit rar iedad sería la que re inar ía.  Al  juez le  
está prohib ido basarse en su propia exper iencia para d ictar sentencia;  
esta le puede servi r  para decretar pruebas de of ic io y,  entonces, su 
decis ión se basará en pruebas oportuna y legalmente recaudadas. Lo 
que no está en e l mundo del proceso, recaudado por los medios 
probator ios,  no ex iste  en el mundo para e l  juez. (arts.  174 C.P.C.  y  232 
C.P.P.).  
 
Ut i l izamos la pa labra necesidad como “ todo aquel lo a lo cual  es 
imposible  subst raerse,  fa l tar  o resist i r”  (art .  174 del C. de P.C.).  
 
Cuando hay necesidad, no hay l ibertad, por tanto no existe n inguna 
l ibertad para que e l  funcionario  decida con base en pruebas o 
ci rcunstancias que no obren en e l proceso. Esta  necesidad t iene 
sustento en e l derecho de cont radicción,  e l  cu al  sería v io lado s i  la  
decis ión se tomara con base en pruebas no aportadas a l proceso, o en 
ideaciones o en conocimientos pr ivados de l juez. 4 
 

Resulta entonces totalmente consecuente y sistemático concluir que si  existe 

un imperat ivo de probar los hechos que se alegan por acción o excepción,  

debe garant izarse la posibi l idad al dest inatario de cumpli r  efect ivamente 

dicha carga; de ahí la importancia del derecho subjet ivo a probar, en tanto 

es la prerrogativa que complementa el  principio de necesidad de la pr ueba,  

que es el que racional iza y legit ima a la act ividad jurisdiccional.  

 

 

 

                                                 
4 PARRA QUIJANO,  Ja i r o .  Manual  de  derecho proba tor io .  16ª  Ed ic ión ,  Bogo tá :  L ib rer ía  
Ed ic iones  de l  Pro fes iona l ,  2007,  págs.  73 -74.  
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2.  ADMISIÓN DE LA PRUEBA Y PROCEDENCIA DEL RECHAZO IN 

LÍMINE .  

 

El art ículo 168 del Código General del Proceso faculta al  juez para rechazar 

de plano, mediante providencia motivada , las pruebas i l íci tas, las 

notoriamente impert inentes, las inconducentes y las manif iestamente 

superf luas o inút i les; disposición normat iva que está seguida del art ículo 

169, que en su parte inicial  dispone que “Las pruebas pueden ser decretadas 

a pet ición de parte o de of icio cuando sean útiles para la veri ficación de 

los hechos relacionados con las alegaciones de las partes”  (negri l la y 

resaltado intencional).  

 

En el Sistema Procesal Civi l  Colombiano rige el principio de l ibertad 

probatoria, consistente básicamente en la no l imitación legal de los medios 

probatorios admisibles, dejando al juez la cal i f icación de la relevancia 

probatoria del medio sol ici tado y, comprende, además, la denominada 

l ibertad de objeto, relacionada con la facultad de probar todo hecho que 

pueda inf lui r en la decisión.  

 

Dentro de las fases o etapas inic iales de la act ividad probatoria en el  

proceso,  se encuentra la relat iva a la admisión y ordenación de la prueba,  

sobre la cual se ha dicho que corresponde exclusivamente al Juez o 

Magist rado de la causa y que comprende bajo el concepto de decreto, tanto 

la admisión propiamente dicha del medio de convicción, como su ordenación  

y práct ica.  Así,  la admisión de la prueba “es el acto por el  cual el  Juez 

accede a que un medio de prueba de terminado sea considerado como 

elemento de convicción en ese proceso y ordene agregarlo o pract icarlo, 

según el caso” .5 

 

Atendiendo lo expuesto, es claro que no toda prueba rogada por las partes 

debe ser admit ida por el  Juez, sino que al funcionario compet ente le asiste 

la facultad-deber de desest imar las sol ic i tudes probatorias que no cumplan 

con los requisi tos int rínsecos y extrínsecos de la prueba;  aludiendo los 

primeros a los cri terios de conducencia, ut i l idad, pert inencia, legal idad y 

                                                 
5 DEVIS ECHANDÍA,  Ob .  C i t ,  pág.  268  
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formalidad adecuada, y los segundos a razones de oportunidad, legit imación 

y competencia.  

 

La Corte Suprema de Just icia ha sostenido 6 que la procedencia de la prueba 

se encuentra vinculada a las exigencias de conducencia,  pert inencia,  

racional idad y ut i l idad, def iniendo di chos conceptos de la siguiente manera:  

 

La conducencia “supone que la práct ica de la prueba sol ic i tada es 
permit ida por la ley como elemento demostra t ivo de la materia l idad de 
la  conducta invest igada o la responsabi l idad del procesado”.  
 
La pert inencia “apunta no únicamente a  su relación con e l obje to de 
invest igac ión y debate, s ino a  que resulte apta y aprop iada para 
demostrar un tóp ico de interés al  t rámite”.   
 
La raciona l idad del medio probator io “ t iene que ver con la v iabi l idad 
real de su práct ica dentro de las c i rcunstancias materia les que 
demanda su real izac ión”.  
 
Y la ut i l idad de la prueba “se ref iere a su aporte concreto en punto del 
objeto de la invest igación,  en oposic ión a lo superf luo e 
in trascendente”.  

 

Así las cosas, el  rechazo de plano o inadm isión de los medios de convicción 

rogados por las partes procesales debe estar soportado en una estricta y 

motivada ausencia de los requisi tos aludidos, so pena de generar seria 

afectación al derecho a probar.  

 

3.  CASO CONCRETO.  

De conformidad con lo anal i zado en precedencia, para el caso concreto , el  

objeto de discusión está ci rcunscri to a determinar si  era adecuado que el  

juzgado de primera instancia  negara la sol ici tud probator ia de la parte 

demandada encaminada a of iciar a la Oficina de Planeación e Inf raestructura 

del Municipio de Barbosa y/o Dirección Administ rat iva de Planeación  o si  

como aduce el recurrente, dicha prueba resulta determinante de cara a la 

discusión planteada en la demanda.  

 

El apoderado de la parte recurrente expone en esencia dos ar gumentos de 

inconformidad, el  pr imero relacionado con la que aduce como ant icipada 

decisión de cal i f icar como impert inente la prueba, debido a que no se ha 

                                                 
6 Sa la  de  Casac ión  Pena l ,  Autos  de l  17  de  marzo   de  2004  y  22  de  abr i l  de  2009 ,  Rad icados 
22.953 y  27539,  respect ivamen te   
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f i jado el l i t igio y, el  segundo que orienta a argumentar porqué la prueba  que 

pidió y le fue negada es pert inente.  

 

En cuanto a la primera inconformidad debe deci rse que la decisión de 

decreto de pruebas no se est ima ant icipada  ni indebida, en tanto, la lectura 

del art ículo 372 del  C.G.P. que regula lo relat ivo a la audiencia inicial ,  

permite conclui r que en dicha di l igencia se puede iniciar con la práct ica de 

pruebas,  lo que impl ica que sobre su decreto se pueda resolver antes de 

dicha di l igencia,  en tanto a la práct ica le precede el decreto.  S i  bien es 

cierto, en esta audiencia también está establecido un espacio para el  

decreto de pruebas que no puedan ser pract icadas al l í ,  el lo no impl ica que la 

decisión de decretarlas en el auto que f i jó fecha de audiencia , como ocurrió 

en este caso,  sea indebida, pues se t rata incluso de una práct ica adecuada, 

encaminada a lograr celeridad procesal,  máxime el corto y perentorio término 

de duración del  proceso civ i l  que int rodujo  la actual legislación procesal civi l  

y que impl ica un actuar proact ivo del juez en busca de evitar di laciones 

injust i f icadas del proceso.   

 

Véase que el parágrafo del referido art ículo 372 dispone expresamente que 

“Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente 

en la audiencia inicial ,  el juez de oficio  o a pet ición de parte, decretará 

las pruebas en el auto que fi ja fecha y hora para ella ,  con el f in de agotar 

también el objeto de la audiencia de instrucción y juzga miento de que trata 

el art ículo 373.  En este evento, en esa única audiencia se proferi rá la 

sentencia,  de conformidad con las reglas previstas en el numeral  5 del  

referido art ículo 373. ” (Resaltado intencional ),  de donde se concluye que el  

juez por conveniencia , puede decretar pruebas desde el auto que f i ja fecha 

de audiencia inicial ,  como ocurrió en este caso.  

 

Y si  bien es cierto, la f i jación del l i t igio puede variar la prá ct ica probatoria  

para que se prescinda de ésta respecto de hechos en que las partes 

coincidieron estar de acuerdo y sean susceptibles de prueba de confesión  o 

de hechos que el juez declare probados, dicha etapa no está establecida 

para ampliar los extremos del l i t igio, que se extraen de la de manda y su 

contestación, lo que impl ica que al momento de f i jar fecha de audiencia el  

juez sí  t iene elementos suf icientes para establecer si  una sol ic i tud probatoria 

es impert inente, no pudiendo cal i f icarse como ant icipada la decisión, de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#373
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#373
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negar por impert inente una prueba, adoptada en ese momento procesal.   

 

En cuanto al fondo de la discusión que ref iere a la cal i f icación de 

impert inente de la sol ici tud probatoria reseñada párrafos atrás, se rei tera 

que la pert inencia de una prueba alude a su relación con e l  objeto de debate 

y su apt i tud para demostrar un tema de interés al proceso.  

 

En este caso el apoderado de la parte demandada recurrente señala que la 

prueba resulta pert inente debido a que la demanda alude a las acciones de 

las demandadas para imposibi l i tar la real ización de una obra y el  

host igamiento al demandante para el ejercicio de la act ividad que ejerce 

como constructor de forma ocasional ,  “cuando es lo cierto que es 

precisamente a ese ramo u of icio al  que se dedica con gran empeño en el  

municipio  de Barbosa (por lo menos de lo que a esta local idad se tenga 

conocimiento) y que como empresario constructor y urbanizador, se hubiera 

emprendido por todo el polo pasivo a impedirle que obtenga l icencia de 

construcción en cualquier de sus modal idades por esa dependencia 

competente del ente terri torial  municipal . . . ” .   

 

Revisada con detenimiento la demanda, se evidencia que la parte 

demandante ci rcunscribe el aludido impedimento por parte de las 

demandadas, a la obra que pretendía real izar en el inmueble ubi cado en la 

Cal le 15 N° 11-49 de Barbosa;  así mismo, sus pretensiones las l imita a los 

réditos dejados de percibi r por la no real ización del proyecto inmobil iario que 

tenía planeado en ese inmueble, no evidenciándose señalamiento 

relacionado con el impedimento de las demandadas para el  desarrol lo de 

otras obras que impl ique la necesidad de indagar por las demás l icencias de 

construcción otorgadas a éste y la existencia de oposiciones y,  el  hecho de 

que el demandante ejerza de forma cont inua u ocasional el  ej ercicio de la 

construcción, es si tuación que resul ta i rrelevante de cara a la discusión del 

proceso,  pues éste no indica que por ser ocasional esa act iv idad, los 

perjuicios fuesen mayores,  o alguna aseveración y reclamación similar que 

conl leve a que sea importante establecer si  la act ividad de construcción que 

desarrol la es constante o no, siendo lo determinante entonces, como ya se 

ha dicho, la discusión relacionada únicamente con los inmuebles ubicados en 

la Cal le 15 # 11-49 propiedad de las demandadas y en la Cal le 15 # 11-35 

propiedad del demandante.  
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Lo anterior se desprende de las pretensiones reseñadas en los antecedentes 

de esta providencia,  donde se evidencia que solo se denuncia impedimento 

para la obtención de l icencia de construcción del  “predio  ubicado en la 

di rección cal le 15 Nro. 11-35” ,  así como de los hechos que ref ieren 

únicamente a ese bien y al de propiedad de las demandadas, como de 

aquel los en los que se detal la el  monto de los perjuicios , donde se señala 

que se derivan de la no construcción y venta del proyecto que el demandado 

pretendía real izar en el inmueble con Matrícula Inmobil iaria 012 -4480 (que 

corresponde al ubicado en la dirección plurimencionada Cal le 15 # 11 -35),  

así :  

 
“VIGESIMO TERCERO: EI señor LIBARDO DE JESUS MACIAS 
TORRES, contaba con planos aprobados a f in de real izar el  
siguiente proyecto inmobil iario en el inmueble referido: seis 
locales comerciales en el primer piso y dieciséis apartamentos 
dist ribuidos en cuatro pisos. En total,  cinco pisos edif icados,  en 
consecuencia se proyectaba vender:  
 
Respecto de los locales: El señor Libardo de Jesús los proyectó 
para tenerlos en arriendo, por lo cual no se t ienen en cuenta para 
real izar el  cálculo de la ganancia por ventas .  
 
Respecto de los apartamentos En los planos se evid encia que 
por piso se tenían est ipulados cuatro (4) apartamentos de 
sesenta metros cuadrados cada uno (60 mt2).  En total,  dieciséis 
apartamentos.  
 
Los mismos, se proyectaban en ventas por un valor de SESENTA 
Y CINCO MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS MlL 
($65.400.00O). Vendiendo cada metro cuadrado por un valor de 
UN MTLLON NOVENTA MIL PESOS M/L ($1.090.000).  
 
Es así como el valor total  de ventas de los apartamentos se 
est ima en MIL CUARENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENT OS 
MIL PESOS M/L ($1.046.400.000 ). De la anterior suma se debe 
descontar el  valor que fue pagado por el  lote equivalente a 
CIENTO SETENTA Y CUATRO MILLONES DE PESOS M/L 
(174.000.000) y los gastos de construcción equivalentes 
aproximadamente a SETECIENTOS CINCUENTA Y DOS 
MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS MlL ($752.400.000),  
dejando una expectat iva  de ganancia de CIENTO VETNTE 
MILLONES DE PESOS M/L ($120.000.000 ) lo cual es pedido a 
t í tulo de lucro cesante - perjuicios patrimoniales.  
 
Se sol ici ta al  despacho que se tenga en cuenta que dicha 
construcción no pudo ser real izada por las actuaciones que 
fueron l levadas a cabo por las demandadas.  
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A f in de probarlo anterior se anexa plano arquitectónico 
content ivo del proyecto de construcción ci tado”  

 

Así las cosas, como acertadamente lo indicó la juez de  primera instancia, la 

prueba pedida resulta impert inente, en tanto se sol ici ta of iciar para indagar 

por construcciones,  l icencias de construcción y objeciones a éstas,  

relacionadas con otros inmuebles diversos a los involucrados en este l i t igio y 

sobre tópicos que nada t ienen que ver con los hechos de la demanda y las 

pretensiones.    

 

Se agrega a lo anterior que cuando la parte demandante sol ici tó el  medio 

probatorio referido,  tampoco indicó porqué motivo tal  información era 

relevante para el proceso a pesar no referi r a los bienes involucrados en el  

l i t igio, lo que apenas vino a expl icar al  formular la alzada .  

 

En consecuencia, se conf i rmará la decisión de primera instancia .  

 

4. COSTAS.  

No habrá lugar a imponer costas porque no se acreditaron causadas.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión negativa del decreto de la prueba de 

of iciar pedida por la parte demandada , contenida en el auto de fecha 15 de 

sept iembre de 2021 proferido por el  Juzgado Civi l  del Circuito de Girardota.  

 

SEGUNDO.  ABSTENERSE de imponer condena en costas.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 

(Firma electrónica de acuerdo al art ículo 11 del De creto 491 de 2020 –

Ministerio de Just icia y del Derecho-)  
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